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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
CASO PETRO URREGO VS. COLOMBIA 
Sentencia 8 de julio de 2020

Cinco procesos administrativos a los que el Estado hizo referencia en el marco del caso Petro Urrego :
a) proceso disciplinario adelantado por la Procuraduría General de la Nación respecto de actos relacionados con la adopción del esquema público de recolección de basura en la ciudad de Bogotá;
b) proceso administrativo adelantado por la Superintendencia de Industria y Comercio por la realización de prácticas comerciales restrictivas de la libre competencia en el mercado de prestación de servicios de aseo en Bogotá;
c) proceso de responsabilidad fiscal adelantado por la Contraloría de Bogotá en relación con el detrimento patrimonial causado al Distrito Capital por la adopción del esquema público de recolección de basuras;
d) proceso de responsabilidad fiscal adelantado por la Contraloría de Bogotá en relación con el detrimento patrimonial causado al Distrito Capital por la reducción de las tarifas del servicio de transporte público Transmilenio; y
e) proceso disciplinario adelantado por la Procuraduría General de la Nación en relación con la adopción, vía decreto, del Plan de Ordenamiento Territorial.

Fallos de la Contraloría de Bogotá
· Fallo No. 1 de la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá D.C. de 27 de junio de 2016 (expediente de prueba, folios del 5601 al 5956).
· Resolución No. 4501 de la Contraloría de Bogotá D.C. de 29 de noviembre de 2016 (expediente de prueba, folios del 923 al 972).
· Cfr. Fallo No. 1 de la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá D.C. de 27 de junio de 2016 (expediente de prueba, folios del 5601 al 5956).
· Resolución No. 4501 de la Contraloría de Bogotá D.C. de 29 de noviembre de 2016 (expediente de prueba, folios del 923 al 972).

El 31 de octubre de 2024, el Consejo de Estado profirió una sentencia de tutela en la que aplicó directamente el artículo 23.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos para anular las sanciones disciplinarias impuestas por la Procuraduría General de la Nación a funcionarios de elección popular, sin realizar un análisis de compatibilidad constitucional ni tener en cuenta los condicionamientos fijados por la Corte Constitucional.

El 31 de marzo de 2017, el señor Petro interpuso un medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Contraloría. En el marco de este recurso, el señor Petro solicitó la suspensión provisional de las decisiones de la Dirección de Responsabilidad Fiscal de 27 de junio y 27 de octubre de 2016 y de la resolución del Contralor de 29 de noviembre de 2016. Esta solicitud fue negada mediante auto de 21 de julio de 2017. Dicho auto fue recurrido por el señor Petro y, el 3 de noviembre de 2017, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca lo revocó y declaró la suspensión provisional de las indicadas decisiones. Esta sentencia fue revocada por el Consejo de Estado mediante auto del 19 de noviembre de 2018. Sin embargo, mediante sentencia de 31 de enero de 2019, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca otorgó nuevamente las medidas cautelares a favor del señor Petro, por lo que los efectos del fallo de responsabilidad fiscal se encuentran actualmente suspendidos y el fondo del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho está pendiente de ser resuelto.

En el presente caso, el Tribunal constata que el artículo 277.6 de la Constitución Política de Colombia faculta al Procurador para “ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley”. Por su parte, el artículo 278 del texto constitucional establece que el Procurador ejercerá directamente la función de “1. Desvincular del cargo, previa audiencia y mediante decisión motivada, al funcionario público que incurra en alguna de las siguientes faltas […]”. La Corte observa que el primer período del inciso 6º del artículo 277 y el numeral primero del artículo 278 de la Constitución de Colombia admiten la posibilidad de ser interpretados de modo compatible con la Convención Americana y con el modelo de Estado de derecho establecido por el artículo 1º de la propia Constitución, a condición de entender que la referencia a los funcionarios de elección popular está limitada únicamente a la potestad de vigilancia del Procurador. Conforme a la regla de que no debe declararse una norma violatoria de la Convención en tanto admita una interpretación compatible con ésta, la Corte encuentra que el inciso 6º del artículo 277, y el numeral primero del artículo 278 de la Constitución Política de Colombia, no son incompatibles con el artículo 23 de la Convención Americana.



Por otro lado, el Tribunal constata que el artículo 60 de la Ley 610 de 18 de agosto de 2000 señala que “la Contraloría General de la República publicará con periodicidad trimestral un boletín que contendrá los nombres de las personas naturales o jurídicas a quienes se les haya dictado fallo con responsabilidad fiscal en firme y ejecutoriado y no hayan satisfecho la obligación contenida en él”. Asimismo, dicho artículo señala que no se podrán posesionar en cargos públicos “quienes aparezcan en el boletín de responsables” hasta que se cancele la sanción.
 


Artículos Clave - Convención Americana de Derechos Humanos

Artículo 8.  Garantías Judiciales
1.  Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.
2.  Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:
a)  derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.
3.  La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.
5.  El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia.


Artículo 23.  Derechos Políticos
1.  Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.
2.  La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.


















Recuento jurisprudencial relevante sobre convencionalidad
En el estado actual del derecho colombiano, el control de convencionalidad no constituye una instancia autónoma ni prevalece de forma automática sobre el orden constitucional interno; por el contrario, su ejercicio está condicionado a una interpretación armónica y sistemática con la Constitución, a través del bloque de constitucionalidad. La Corte Constitucional ha sido enfática en señalar que los tratados internacionales sobre derechos humanos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), no pueden ser aplicados de manera directa para desconocer normas internas válidamente expedidas, sin un juicio de compatibilidad constitucional previo y riguroso. En ese sentido, el control de convencionalidad exige ponderación, respeto por el principio de supremacía constitucional y observancia del precedente, sin que ello implique desnaturalizar las competencias que la Carta Política otorga a las autoridades nacionales, como es el caso del poder disciplinario de la Procuraduría General de la Nación frente a funcionarios de elección popular. Para tal efecto se analizarán las sentencias C-590 de 2005, SU-712 de 2013, y C-030 de 2023.
1. Sentencia C-590 de 2005 
(i) Alcance de convencionalidad que se estudia 
Determinación de los límites constitucionales al poder judicial cuando sus decisiones vulneran derechos fundamentales, y el modo en que puede ser controlado a través de la tutela. No versa sobre una norma convencional específica, sino sobre la interacción entre la función judicial y el control constitucional excepcional mediante tutela.

(ii) Síntesis de la acusación 
Se discutió si las providencias judiciales (en principio amparadas por la cosa juzgada y la autonomía judicial) pueden ser objeto de control constitucional cuando incurren en errores graves que comprometen derechos fundamentales. En particular, se pidió establecer bajo qué supuestos excepcionales una sentencia judicial podría ser objeto de tutela por contrariar normas superiores, incluyendo aquellas integradas al bloque de constitucionalidad.

(iii) Consideraciones de la Corte 
La Corte fijó un estándar de procedibilidad estricto para que la tutela proceda contra providencias judiciales, desarrollando un catálogo de defectos (sustantivo, fáctico, orgánico, por desconocimiento del precedente, etc.) que deben ser acreditados con claridad. Destacó que el control de las decisiones judiciales no implica suplantar la función jurisdiccional, pero sí garantiza la primacía del orden constitucional y convencional cuando estas decisiones resulten manifiestamente contrarias a derechos fundamentales.
(iv) Decisión 

Se declaró exequible el uso excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales, condicionando su procedencia a la verificación de los defectos estructurales definidos en la sentencia. Este fallo fija las bases para someter a control las decisiones judiciales que desconozcan el bloque de constitucionalidad. (art.185 ley 906/94 no procede ninguna acción contra el fallo penal)

2. Sentencia SU-712 de 2013

(i) Alcance de convencionalidad que se estudia 
Interpretación vinculante del artículo 23.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) en cuanto a la facultad de imponer sanciones que restrinjan derechos políticos a personas elegidas por voto popular.

(ii) Síntesis de la acusación 
El caso se originó en la sanción disciplinaria impuesta por la Procuraduría General de la Nación al alcalde de Bogotá, medida que implicaba la pérdida de investidura y la inhabilitación para ejercer cargos públicos. Se cuestionó si una autoridad administrativa podía adoptar una decisión con consecuencias sobre derechos políticos sin intervención judicial.

(iii) Consideraciones de la Corte 
La Corte acogió la doctrina de la Corte Interamericana (caso López Mendoza vs. Venezuela) y sostuvo que las sanciones que impliquen restricciones a derechos políticos solo pueden ser impuestas por jueces. Con base en una lectura sistemática del artículo 23.2 CADH y del artículo 40 de la Constitución, se estableció que la Procuraduría no puede imponer sanciones de ese tipo de manera autónoma. Se requiere control judicial que garantice las condiciones del debido proceso.

(iv) Decisión 
La Corte dejó sin efecto la sanción impuesta por la Procuraduría, sentando el precedente de que la pérdida de derechos políticos por decisión de autoridad administrativa viola la CADH, salvo que haya una instancia judicial revisora. Este fallo delimita por primera vez en el orden interno el alcance vinculante del control de convencionalidad. Caso piedad cordona

3. Sentencia C-030 de 2023

(i) Norma analizada
Disposiciones de la Ley 2094 de 2021 que conservan la facultad de la Procuraduría General para imponer sanciones disciplinarias, incluso con efectos políticos, en el marco del nuevo Código Disciplinario, sujetas al recurso extraordinario de revisión ante la jurisdicción contencioso-administrativa.
(ii) Síntesis de la acusación 
Se alegó que dichas disposiciones resultaban contrarias al artículo 23.2 de la CADH, por cuanto continuaban permitiendo a una autoridad administrativa sancionar con pérdida o suspensión de derechos políticos, a pesar de la jurisprudencia interamericana y constitucional que exige la intervención de un juez para adoptar tales medidas.

(iii) Consideraciones de la Corte 
La Corte estableció que la facultad disciplinaria de la Procuraduría es constitucional, siempre que las sanciones que afecten derechos políticos sean sometidas a revisión judicial automática, inmediata y efectiva, tal como lo exige el estándar interamericano. Reiteró que el control de convencionalidad debe realizarse dentro del bloque de constitucionalidad y no puede sustituir al juicio de constitucionalidad ni operar de forma automática para invalidar normas internas. Se rechazó la tesis de la supraconstitucionalidad del derecho convencional.

(iv) Decisión 
Se declaró la exequibilidad condicionada de las normas demandadas, en el entendido de que las sanciones con efectos políticos deben estar sujetas a revisión judicial obligatoria. La Corte consolida así una fórmula de compatibilización normativa entre la CADH y la Constitución, sin negar las competencias de la Procuraduría.

4. Sentencia del 31 de octubre de 2024 – Consejo de Estado 

(i) Alcance de convencionalidad aplicado 
Aplicación directa del artículo 23.2 de la CADH para declarar la invalidez de sanciones disciplinarias impuestas por la Procuraduría a funcionarios de elección popular, sin verificación de mecanismos de control judicial.

(ii) Síntesis de la acusación 
Mediante acción de tutela, la Procuraduría impugnó una sentencia del Consejo de Estado que anuló sanciones impuestas a funcionarios elegidos popularmente, por estimar que desconocía: (i) las competencias constitucionales de la Procuraduría (arts. 118 y 277); (ii) el precedente constitucional (SU-712 de 2013 y C-030 de 2023); (iii) el principio de supremacía constitucional y; (iv) la necesidad de armonización entre la CADH y la Carta Política. La Procuraduría alegó además que el Consejo de Estado aplicó el artículo 23.2 CADH como norma supraconstitucional, sin integrar el análisis con los mandatos del bloque de constitucionalidad.

(iii) Consideraciones del Consejo de Estado 
La Sección Segunda consideró que, conforme al artículo 23.2 de la CADH, toda restricción a los derechos políticos solo puede provenir de autoridad judicial. Por tanto, la imposición de sanciones por parte de la Procuraduría resultaba inválida, incluso bajo la legislación nacional. No se efectuó un análisis sistemático ni una referencia expresa a los condicionamientos establecidos por la Corte Constitucional en C-030 de 2023.

(iv) Decisión
Se declaró la nulidad de las sanciones disciplinarias impuestas por la Procuraduría, por considerar que contravenían directamente el artículo 23.2 CADH. Este fallo suscitó debate sobre el uso autónomo y excluyente del control de convencionalidad, y su posible contradicción con la doctrina constitucional vigente.

La jurisprudencia reciente de la Corte Constitucional ha dejado claro que la Procuraduría General de la Nación sí puede ejercer su poder disciplinario sobre funcionarios elegidos por voto popular. Sin embargo, este poder no es absoluto: cuando la sanción afecta derechos políticos, como la participación electoral o el acceso a cargos públicos, debe existir una intervención judicial obligatoria, es decir, un juez debe revisar la decisión de manera automática, inmediata y con todas las garantías del debido proceso. Así lo explicó la Corte en la sentencia C-030 de 2023, en donde se buscó equilibrar las reglas del derecho colombiano con los compromisos internacionales del país, especialmente los que derivan del artículo 23.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH).

Esta posición es respaldada por expertos internacionales. Silvia Serrano señala que los derechos políticos solo pueden ser restringidos si hay una decisión judicial real y bien fundamentada, no basta con un proceso disciplinario administrativo[footnoteRef:1]. En otras palabras, si se va a afectar la posibilidad de un ciudadano de participar en la vida política del país, esa decisión no puede recaer únicamente en una entidad administrativa. [1:  Serrano, S. (2021). Control de convencionalidad y potestad disciplinaria: estándares y desafíos. En Instituto de Estudios del Ministerio Público (Ed.), Derecho convencional y potestad disciplinaria (pp. 17–33). Bogotá: IEMP.] 


Por su parte, Diego García-Sayán, ex presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha dicho que el derecho internacional no prohíbe que entidades como la Procuraduría impongan sanciones[footnoteRef:2]. Lo que sí exige es que esas decisiones no sean definitivas hasta que no hayan sido revisadas por un juez, con la posibilidad de defensa plena para la persona sancionada. [2:  García-Sayán, D. (2021). Estándares interamericanos sobre potestad disciplinaria y derechos políticos. En Instituto de Estudios del Ministerio Público (Ed.), Derecho convencional y potestad disciplinaria (pp. 7–15). Bogotá: IEMP. https://iemp.gov.co/wp-content/uploads/2021/10/Portada-resumen-derecho-convencional-y-potestad-disciplinaria.pdf] 


En resumen, lo que exige el sistema interamericano de derechos humanos no es eliminar la potestad disciplinaria, sino fortalecer las garantías judiciales cuando se trata de derechos tan importantes como los políticos. El control de convencionalidad no puede usarse para desconocer la Constitución ni las competencias de la Procuraduría. Debe aplicarse como una herramienta que permite integrar el derecho internacional al sistema jurídico colombiano, sin que uno sustituya al otro.

Esta interpretación garantiza que Colombia cumpla sus obligaciones internacionales sin poner en riesgo la seguridad jurídica ni las competencias que la Constitución le ha entregado a sus instituciones. Se trata, en última instancia, de asegurar que el respeto a los derechos fundamentales y el orden constitucional puedan convivir en equilibrio.































Anotaciones Relevantes Tesis Doctoral 
Gómez Lee, Iván Darío. La seguridad jurídica / Iván Darío Gómez Lee - Bogotá: Universidad Externado de. Colombia. 2016.

Definición de Ramiro Bejarano de los procesos declarativos

RAMIRO BEJARANO GUZMÁN. Procesos declarativos, 4.ª ed., Bogotá, Temis, 2008, p. 2.

En relación con los procesos declarativos, de conocimiento o de cognición, RAMIRO BEJARANO señala que "... son aquellos que permiten al juez adoptar en la sentencia una declaración, previo el conocimiento de hechos. Quienes utilizan la denominación de declarativos, lo hacen porque aprecian más la importante labor de declarar que adopta el juez, que la de conocer previamente unos hechos. Al contrario, quienes lo denominan de conocimiento, prefieren destacar precisamente esa fase cognoscitiva que debe agotar el juez, enterándose de los hechos y de las pruebas que los confirman o desvirtúan".
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Extracto Libro Tirant: Fundamentos de la responsabilidad fiscal en Colombia
Fundamentos de la responsabilidad fiscal en Colombia · Gómez Lee, Iván Darío Editorial Tirant Lo Blanch
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pecie, estd prevista en la Constitucién Politica, pero se ejerce
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y derogar uno en una ley (arts. 38.4, 44 y 45 L. 734/02; art. 60 L.
610/00 y derogar el art. 5 L. 1864/17). Se dispone entonces revisar
en tales normas los tipos de sanciones que impone la Procuraduria
General de la Nacion - PGN, los efectos de la inclusién en el boletin
s fiscales como consecuencia de las decisiones en RF de

de responsable
General de la Reptiblica - CGR y de las contralorias

la Contralorfa
territoriales.

4.10.3. Un asunto importante €s el numeral 8 de la parte resolu-
tiva del fallo de la CIDH que establece un plazo razonable al Estado
alizar las modificaciones legales que se requieren,
de caos juridico al aceptar un periodo de
la Circular 05 de 2020 del Procurador
General de la Nacién y el Memorando 07 de 2020 del Procurador
Delegado para la Conciliacién Administrativa de la PGN.
| Consejo de Estado en sus providencias,
dos los funcionarios de eleccion

colombiano para re
evitando asi situaciones
transicién. Ver en ese sentido

Como lo ha precisado e
pueden ser destituidos o inhabilita

176 CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sen-
tencia de 15 de noviembre de 2017. Rad. 11001032500020140036000. Exp.

1131-2014.
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popular por actos de corrupcion, en los términos de la la Convencién
Interamericana contra la Corrupcién, aprobada por la Ley 413 4,
1997, declarada exequible por la Corte Cpnsntuapnal €n sentencj,
C-397 de 1998 y la Convencion de las Naciones Unidas contra la Co.
rrupcién adoptada por la Asamblea General de las N'acwnes Unidas,
aprobada por la Ley 970 de 2005y declarada exegulble por la refe.
rida Corte en sentencia C-172 de 2006. En ese sentido la Contralori,
General de la Repiblica, las demds Contralorfas y la PrOCuradE
General de [a Nacién deben dar orientaciones y directrices para |,
transicion referida, es decir, hasta el momento en que se adopten [5
mslativas._ o
" Los érganos antes mencionados y el gobierno colombiano part;.
ciparon en un foro internacional el 17 de septiembre de 2020 con [,
fundacién Konrad Adenauer Stiftung y la Corporacién Excelencia en
la Justicia denominado “Lucha contra la corrupcién en Colombia y
el mundo” que congregé autoridades y expertos. El foro fue organi-
zado por el Instituto de Estudios del Ministerio Piblico, IEMP, como

parte de las actividades de promoci6n de la Convencionalidad de |2

Procuraduria'’’.

En el evento antes mencionado, se sostuvo por el Procurador Ge-
neral de la Naci6n y el Vicecontralor General de la Republica que es
posible armonizar toda la convencionalidad como sistema integral
y recorrer un camino abierto de interpretaciones sistemdticas y evo-
lutivas de la CADH con las Convenciones contra la corrupcién ya

mencionadas.

4,10.4. Los articulos de la CADH que segtin la CIDH fueron viola-
dos en el caso del exacalde Gustavo Petro fueron: arts. 23.2.,1.1,,2,,
8.1.y 8.2.d. Si bien se solicitd la vulneracion del articulo 5, en la sen-
tencia se establecié que este no se vulnerd. Esto dio lugar a dos votos

177 El Instituto de Estudios del Ministerio Piblico, IEMP, es una unidad adminis-
trativa especial de cardcter académico adscrita a la PGN, que promueve, facilita
y desarrolla la gestién del conocimiento y el respeto de los derechos constitucio-
nales a través de investigaciones, capacitaciones, publicaciones, normalizacién y
certificaciones, dirigidas a los servidores del ministerio publico, entidades pabli-
cas y sociedad en general. Disponible en: https:/www.procuraduria.gov.co/iemp/
mision-vision.page (consultado el 28 de septiembre de 2020).
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sidentes en el fallo por parte de los jueces Eugeni A .
g:tricio Pazmiiio Freire. genio Ratil Zaffaroni y

El efecto del fallo de la CIDH en ese dltimo aspecto es positi
cuénto establece que medidas como el embargo de los salarios e‘;]o por
cesos como el de RE, por ¢jemplo, son admisibles siempre y cual:l?-
sean proporcionales, no.afecten la integridad personal y sean res e(f
(uosas de instrumentos internacionales como la Carta Imernaciogal
Americana de Garantias Sociales y el Convenio 95 de la Organizacis
Internacional del Trabajo. Sobre este punto en el numeral 145 deolx;
sentencia se sefiala que los Estados “...deberdn evitar el embargo de
salarios en una proporcién mayor que aquella que permita a una per-
sona gozar de una vida digna, y ademads siempre deberd estar prevista
por la ley y ser proporcional”.

La CIDH en el numeral 143 indic6 que en el caso del exalcalde
Gustavo Petro no se vulnerd el articulo 5 de la CADH por cuanto “.
el sefior Petro actualmente ejerce el cargo de Senador de la Repﬁbli:
ca, motivo por el cual recibe un salario, no es posible afirmar que la
medida de embargo haya privado a la presunta victima de sus medios
de subsistencia. En este sentido, la Corte advierte que en el expediente
1o consta ningn elemento probatorio tendiente a demostrar que el
tiempo que dejo de percibir su salario como Alcalde de Bogotd, o el
embargo del que ha sido objeto, hayan ocasionado al sefior Petro un
grado de angustia tal que habrfa vulnerado su integridad personal, y
—esto no puede inferirse de la aplicacion de las medidas en si mismas”.

4.10.5. Es evidente que el elevado estandar de garantias en la ju-
risprudencia de la jurisdiccion de lo contencioso administrativo en
“materia de responsabilidad disciplinaria y fiscal tiene el mismo nivel
que aquel que se aplica en el derecho penal. Asegurar ello funcional-
mente es el gran reto de la Procuraduria y las Contralorias, en un sis-
tema que en materia de garantias es idéntico al penal. En esa medida
Colombia viene consolidando en las decisiones judiciales un derecho
fiscal y disciplinario arménico con la convencionalidad y respetuoso
de los derechos politicos para evitar que casos como el de Gustavo
Petro se repitan.
~ De lo que se trata es de dar estatus legal y administrativo al activo
jurisprudencial de las altas cortes que han reafirmado la aplicacién
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,Emfv{?—- f de inhabilidad a los funcionarios de eleccigy n-

to a sus efectos d e 160 pop,,.

lar; o incluso, que esta decision se produzca en sede judiciy| i

.ur’isdiccién de lo contencioso administrativo para no q“ebranra,

{a institucionalidad. Sin duda qu(e: ante una gf‘.fdaf:;laEasi e Supee

i i nvencionalidad. .

el conflicto de Colombia con I:a o ; 2 s mﬁi?’ e
aplicarse ese control previo e integral por via de aplicacigy dely
Constitucién y las Convenciones si el Congreso en un aj 10 by
expedido la respectiva ley.

Desde la academia es muy importante b.rmda.r 1mea§ Conceptyg|eg
precisas a las autoridades del pafs para aplicar sin equivocos |5 nog.
mas de las Convenciones de lucha contra la corrupcién, la de Nacio.
nes Unidas y la Interamericana. Ratificadas por Colombia y que hy.
cen parte del bloque de constitucionalidad dada la relacién intringec,

entre corrupcién y derechos humanos.

La Convencién de Naciones Unidas fue ratificada por 184 Esta.
dos. Se edifica como el mayor consenso mundial contra el crimen con
~un enfoque integral, alli caben los érganos de control de Colombia,
como lo destact el director de la Agencia Nacional de Defensa Juri-
dica del Estado. Temas que se abordardn en sesiones extraordinariag
de la Organizacion de las Naciones Unidas en una reunién global en
2021 como lo informé la Canciller en el foro internacional al cyal se
hizo referencia anteriormente.

Sila ONU revisard en el 2021 nuevos instrumentos institucionales
contra la corrupcién, hago un llamado respetuoso a la Organizacién
de los Estados Americanos, OEA, a la Comisién IDH vy a la CIDH
como 6rganos que integran el sistema interamericano de proteccién
de los derechos humanos, para ir en el sentido expuesto en este libro.
Ante la frustracién de lograr la efectividad de los DESCA en nuestro
continente, por la devastadora corrupcién; es urgente fortalecer, en
las dimensiones de la convencionalidad, instrumentos de control yde

reparacion oportuna ante ese flagelo. Estos son objetivos centrales en
la proteccion de los derechos humanos.

Ponsabilida d
n del arﬁculo
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En sintesis, [a interpretacion evolutiva y sistematica es la que me-
T Compatibihla la CADH, las Convenciones de lucha contra la co-

rupci6n Y ¢l principio de subsidiariedad que es imperativo en el sis-

tema interamericano de proteccion de los derechos humanos y que es

deferente con los mérgenes de apreciacién nacional de las autoridades

colombi anas'™.

-

18 Derecho convencional y potestad disciplinaria. Instrumentos efectivos contra la
corrupcion en Colombia. T, 1. Procuraduria General de la Nacién, Bogota, 2018.
Varios autores como los expertos en Convencionalidad y derecho internacional:
Diego Garcia Sayan, Silvia Serrano, Jorge Roa.

Gémez Lee y Urrego Ortiz. Sistema de responsabilidad disciplinaria en Colom-
bia. Instituto de Estudios del Ministerio Piblico, Bogot, 2019. Codigo Unico
Disciplinario y Cédigo General Disciplinario.




image1.png
23, Laatribucién de suspender funcionarios aplicando
laverdad sabida y la buena fe guardada

Una de las competencias de los contralores relacionada con
laRF es la suspension inmediata de funcionarios, verdad
sabida y buena fe guardada, mientras culminan las inves-
 tigaciones y procesos (num. 8 art. 268). Es una medida de
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clpg;lz:o de esta atribuci'(’)n repercute c%irec.tamente intd
rrumpiendo de manera fnm.edxata el ejercicio de] cargo
piiblico. La facultad constitucional analizada tambigp ¢ de
aplicacion por los contralor.es de‘par'tamentales, Municipg]eg
y distritales en sus respectivas orbitas de Competenci, por
]a remision expresa que hace el articulo 272 de I3 Constity.
cién ala funciones del articulo 2687%). Esta es una atribucigp,
de estirpe mondrquica, en donde la razén de 1a decisigp
quedaal arbitrioy convicciones intimas de cada contralor,
No media ante ella ningtin control jurisdiccional inmediato, -
a pesar de ser una medida de tal magnitud que compren-
de hasta suspender funcionarios de eleccién popular por
un contralor designado por una corporacién de eleccién
popular. Por el contrario, el tinico acto demandable en un
proceso de responsabilidad fiscal, segtin la jurisprudencia
dela Corte, es el fallo con responsabilidad fiscal.

Las funciones del contralor general de la republica se
encuentran previstas en la propia Constitucién Politica, la
cual, en su articulo 268, en materia de funciones relaciona-
das con la responsabilidad fiscal, dispone:

[-..]5. Establecer la responsabilidad que se derive de la gestion
fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso,
recaudar su monto y ejercer la jurisdiccion coactiva sobre los
alcances deducidos de la misma. [...] 8. Promover ante las
autoridades competentes, aportando las pruebas respecti-
vas, investigaciones penales o disciplinarias contra quienes
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